
QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 22, 38 Y 65 DE LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, A CARGO DE 

LA DIPUTADA CORA PINEDO ALONSO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE NUEVA ALIANZA  

Cora Cecilia Pinedo Alonso, diputada a la LXI Legislatura del Congreso de la Unión e integrante del Grupo 

Parlamentario de Nueva Alianza, con fundamento en los artículos 71, fracción II, 72 y 78 de la Constitución 

Política; 116, 122 y 127 de la Ley Orgánica; y 55, fracción II, 56, 60, 63, 64, 176 y 179 del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y demás disposiciones jurídicas 

aplicables, presenta ante esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que se modifican los artículos 22 y 

38, y se adiciona un párrafo a la fracción I del 65 de la Ley General de Educación, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

En el país, los índices de pobreza han ido en aumento y con ello se ha presentado un cúmulo de problemas sociales, 

así como el incumplimiento de derechos humanos con la población en esta situación. 

Lo verdaderamente preocupante es que ello ocurra con millones de niños y jóvenes a lo largo del país, 

principalmente con los indígenas, quienes representan 35.9 por ciento de la población asentada en municipios con 

alta y muy alta marginación. 

Se estima que 8.5 por ciento de la población de entre 6 y 14 años no asiste a la escuela y es hablante de una legua 

indígena. Ciertas cifras revelan que en esa situación se encuentran 2 de cada 3 menores. 

A esas cifras, de por sí preocupantes, hay que sumar las que el Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (Unicef) 

reportó en abril del presente año: 44 por ciento de los 47.2 millones de mexicanos que están en situación de 

pobreza corresponde a niños, además del ya detectado problema de subregistro de niños en términos de actas de 

nacimiento, lo que refleja un problema aún mayor. 

La educación como palanca de desarrollo  

La educación ha mostrado ir de la mano con el desarrollo. Para muchos, es el principal vehículo para la movilidad 

social y el abatimiento del rezago social. 

Sin duda, la población en condiciones de mayor vulnerabilidad es la que requiere más y mejores herramientas para 

construir un futuro mejor. Es decir, requiere más y mejor educación. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala en el artículo 3o.: “Todo individuo tiene derecho 

a recibir educación” y “la educación preescolar, primaria y secundaria forman la educación básica obligatoria”. 

Además, hay que considerar el consenso mundial respecto a que el acceso a la educación sea un derecho humano e 

intransferible. 

Sin embargo, no todos los niños y jóvenes que se encuentran en situación de pobreza o marginación pueden 

acceder a este derecho, principalmente porque no cuentan con un acta de nacimiento que los identifique y les 

permita acceder a la escuela. 

La educación para este grupo poblacional resulta un privilegio y un lujo, más que un derecho. Y, por sobre todo, se 

posiciona como una necesidad. Se estima que en México hay 3.3 millones de niños fuera de las aulas, que 

pertenecen en su mayoría a poblaciones indígenas o grupos de extrema pobreza. 

En el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza estamos comprometidos con la niñez y la juventud del país, por lo 

que estamos dispuestos, desde nuestra trinchera, a emprender y apoyar todas las medidas que eviten que uno solo 

de ellos carezca de educación básica. Para nosotros, atender el rezago educativo es una de nuestras prioridades. 



Consideramos necesario que se sumen las acciones necesarias en cada estado y municipio, así como en las 

secretarías que correspondan, para que todos los niños y los jóvenes del país gocen del derecho que la Constitución 

les confiere. 

Abrir los caminos hacia la educación es un ejercicio de justicia social y abona a incrementar los índices de 

cobertura y, por ende, a la posibilidad de desarrollo nacional en un futuro. 

Acciones emprendidas  

En los campos agrícolas del país, la Secretaría de Desarrollo Social cuenta con un programa de apoyo a los 

jornaleros agrícolas migrantes, en el cual se otorgan respaldos económicos, y se ha implantado el servicio de 

escuela en los campos agrícolas. 

Adicionalmente, hace algunos años, el Unicef emprendió en México el programa Todos los Niños a la Escuela, 

cuyo reto fue que los desnutridos, que tenían que trabajar para contribuir al ingreso familiar e incluso que no 

contaban con acta de nacimiento ingresaran en la escuela, regresaran a ella o permanecieran ahí. 

Este programa contó con el apoyo de diversos planes sectoriales emprendidos por el gobierno federal, diversos 

gobiernos estatales y organizaciones de la sociedad civil, de forma tal que se formó un entorno de protección de los 

derechos de la niñez. 

Se ha emprendido una nueva etapa del proyecto, que culminará en 2012 y que considera el apoyo específico a 

Chiapas, Guerrero, Oaxaca, Sinaloa, Yucatán, Zacatecas y el Distrito Federal, en los cuales se han identificado los 

mayores cinturones poblacionales de marginación y pobreza. 

Todo parece indicar que el proyecto ha sido exitoso, pero no es un programa que normativamente cuente con 

elementos para trascender en el tiempo ni a los distintos gobiernos y, mucho menos, que sea de aplicación 

nacional. 

El acta de nacimiento: la barrera para entrar  

Dotar de acta de nacimiento a quienes no cuentan con ella es una tarea tan complicada como identificar quiénes y 

cuántos son. Tarea aún mayor resulta que sin ella puedan ejercer sus derechos fundamentales, o acceder a 

programas de apoyo a la situación de pobreza y marginación en que se encuentran. 

El Unicef trabaja con el Registro Nacional de Población e Identificación Personal, la Secretaría de Gobernación, el 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía y la Universidad Nacional Autónoma de México para calcular el nivel 

de subregistro de niños en términos de actas de nacimiento. Sin embargo, la tarea puede llevar años y los primeros 

resultados pueden no abarcar a toda la población en esa situación. 

Por desgracia y pese a este enorme esfuerzo, cuyos avances se vislumbran positivos, se suma en sentido negativo 

una variable más: el caso de los hijos de migrantes mexicanos que retornan al país. 

Este grupo poblacional cuenta en la mayoría de los casos con la nacionalidad del país al que migraron sus padres. 

Sin embargo, por circunstancias económicas o legales, como la recientemente aprobada Ley SB1070, retornan al 

país familias enteras con niños y jóvenes que por carecer de acta de nacimiento se ven impedidos para ejercer su 

derecho a la educación. 

En Nueva Alianza apoyamos y aplaudimos los esfuerzos hasta ahora emprendidos, pero creemos que no debe 

esperarse más para que el derecho a la educación cuente con el respaldo normativo para ser ejercido en todo 

momento, sin menoscabo y sin barreras a la entrada en ninguna institución educativa del nivel básico público del 

país. El derecho a la educación debe ser garantizado en México como un derecho universal. 



La tarea desde la trinchera legislativa  

La Ley General de Educación señala a los padres de familia o tutores como los únicos agentes que permiten hacer 

válido el derecho a la educación que tienen los niños y jóvenes mexicanos: 

Artículo 65. Son derechos de quienes ejercen la patria potestad o la tutela: 

Obtener inscripción en escuelas públicas para que sus hijos o pupilos menores de edad, que satisfagan los 

requisitos aplicables, reciban la educación preescolar, la primaria y la secundaria. 

Ello evidencia que ejercer este derecho podría ser una posibilidad en tanto exista la figura de padre o tutor. 

Adicionalmente, entre los requisitos de ingreso en la educación básica, que son emitidos por cada uno de los 

gobierno de los estados, el común denominador, además del cumplimiento de la edad establecida para cada nivel, 

se encuentra la entrega de 

• Acta de nacimiento en original y fotocopia; y 

• Solicitud de preinscripción (formato acorde con el nivel por cursar). 

Ni la ley ni la mayoría de los gobiernos estatales considera a quienes no cuentan con el acta de nacimiento, con lo 

que se pone una barrera a la entrada de millones de niños y de jóvenes del país para ejercer su derecho a la 

educación. 

Compañeros legisladores: los convoco a trabajar y comprometernos con todas las acciones que impulsen la 

provisión de educación para todos los niños y los jóvenes mexicanos; impulsemos políticas educativas planeadas 

con un enfoque integral para su atención considerando el contexto en que se desarrollan e incorporando la 

perspectiva de derechos humanos. 

Con base en lo expuesto, pongo a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se modifican los artículos 22 y 38, y se adiciona un párrafo a la fracción I del 65 de la Ley 
General de Educación  

Artículo Único. Se modifican los artículos 22 y 38, y se adiciona un párrafo a la fracción I del 65 de la Ley 

General de Educación, para quedar como sigue: 

Artículo 22. Las autoridades educativas, en sus respectivas competencias... 

... 

Será responsabilidad de las autoridades educativas canalizar con la autoridad correspondiente a los padres 
de familia o tutores que hayan realizado la inscripción de sus hijos o pupilos sin acta de nacimiento o 
documento legal equivalente, a fin de que éstos obtengan su registro y cumplan las disposiciones de la Ley 
General de Población que les correspondan.  

Artículo 38. La educación básica, en sus tres niveles, tendrá las adaptaciones requeridas para responder a las 
características lingüísticas y culturales de cada uno de los grupos indígenas del país, así como de la población rural 

dispersa, grupos migratorios, y población en situación de pobreza y marginación.  

Tratándose de menores de edad sin acta de nacimiento o documento legal equivalente, las adaptaciones 
necesarias para su ingreso en la educación básica se llevarán a cabo de manera coordinada con las 
autoridades correspondientes.  



Artículo 65. Son derechos de quienes ejercen la patria potestad o la tutela 

I. Obtener inscripción en escuelas públicas para que sus hijos o pupilos menores de edad que satisfagan los 

requisitos aplicables reciban la educación preescolar, la primaria y la secundaria. 

La edad mínima para ingresar en la educación básica en el nivel preescolar es de tres años, y para nivel primaria 

seis años, cumplidos al treinta y uno de diciembre del año de inicio del ciclo escolar. 

A fin de garantizar el derecho a la educación conferido a los individuos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, podrán exigir a las escuelas la inscripción de sus hijos o pupilos menores de 
edad sin el acta de nacimiento o el documento legal equivalente, comprometiéndose a realizar el trámite 
con las autoridades correspondientes en un periodo no mayor de un ciclo escolar.  

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de octubre de 2010. 

Diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso (rúbrica) 

 


